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En Oviedo, a quince de abril de dos mil veintiséis.
La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias,
compuesta por los Ilmos. Sres. Magistrados reseñados al margen, ha pronunciado la siguiente sentencia en el recurso
contencioso administrativo número 905/2024, interpuesto por Global SMM 2009, S.L., representada por la procuradora doña
Eva Cortadi Pérez y asistida por el letrado don Miguel Teijelo Casanova, contra la Consejería de Transición Ecológica,
Industria y Desarrollo Económico del Principado de Asturias, representada y asistida por el Letrado del Servicio Jurídico del
Principado de Asturias don Gonzalo Martín Morales de Castilla, en materia de Dominio Público.
Ha sido ponente el Ilmo. Sr. Magistrado don Luis Alberto Gómez García.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Interpuesto el presente recurso, recibido el expediente administrativo se confirió traslado al recurrente para que
formalizase la demanda, lo que efectuó en legal forma, en el que hizo una relación de Hechos, que en lo sustancial se dan por
reproducidos. Expuso en Derecho lo que estimó pertinente y terminó suplicando que, en su día se dicte sentencia acogiendo
en su integridad las pretensiones solicitadas en la demanda, y en cuya virtud se revoque la resolución recurrida, con
imposición de costas a la parte contraria.
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SEGUNDO.- Conferido traslado a la parte demandada para que contestase la demanda, lo hizo en tiempo y forma, alegando:
Se niegan los hechos de la demanda, en cuanto se opongan, contradigan o no coincidan con lo que resulta del expediente
administrativo. Expuso en Derecho lo que estimó pertinente y terminó suplicando que previos los trámites legales se dicte en
su día sentencia, por la que desestimando el recurso se confirme el acto administrativo recurrido, con imposición de costas a
la parte recurrente.
TERCERO.- Conferido traslado a las partes codemandadas para que contestasen a la demanda lo hizo en tiempo y forma la
Consejería de Transición Ecológica, Desarrollo Económico, Industria y Desarrollo Económico del Principado de Asturias,
confirmando la resolución recurrida, con imposición de costas al actor.
CUARTO.- Por Auto de 9 de septiembre de 2025, se recibió el procedimiento a prueba, habiéndose practicado las propuestas
por las partes y admitidas, con el resultado que obra en autos.
QUINTO.- No estimándose necesaria la celebración de vista pública, se acordó requerir a las partes para que formulasen sus
conclusiones, lo que hicieron en tiempo y forma.
SEXTO.- Se señaló para la votación y fallo del presente recurso el día 7 de abril pasado en que la misma tuvo lugar,
habiéndose cumplido todos los trámites prescritos en la ley.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- ACUERDO IMPUGNADO Y POSICIÓN DE LA RECURRENTE.
Por la Procuradora doña Eva Cortadi Pérez, Procuradora de los Tribunales, en nombre de la mercantil GLOBAL SMM 2009,
S.L., se interpuso recurso contencioso-administrativo frente a la fecha 25 de septiembre de 2024, de la Consejería de
Transición Ecológica, Industria y Desarrollo Económico, por la que se desestima el recurso de reposición interpuesto contra la
Resolución de 14 de mayo de 2024, de la Consejería de Transición Ecológica, Industria y Desarrollo Económico, por el que se
otorga el Permiso de Investigación Astur A, n.º 30.864, cobalto, cobre, níquel, oro y plata, 217 cuadrículas mineras, Bimenes,
Laviana, Nava y Piloña, Asturmet Recursos, S. L. U. (BOPA de 6/6/2024).
Como antecedentes fácticos, que exponemos resumidamente, la recurrente señala los siguientes:
1º Las instalaciones de Aguas de Fuensanta, sitas en el Concejo de Nava, son propiedad de la empresa demandante, como
también los terrenos sobre los que se encuentran. El manantial tiene origen en la época romana y las instalaciones fueron
inauguradas en 1847. Previamente, el Agua de Fuensanta fue declarada minero-medicinal, de utilidad pública, por Real Orden
en 1846, por lo que goza de la protección que le brinda el articulado del Real Decreto Ley 25 de abril de 1928, que aprueba el
estatuto sobre explotación de manantiales de aguas mineromedicinales.
2º Por Resolución del director regional de Industria, con fecha 17 de enero de 1991, perteneciente a la Consejería de Industria,
Comercio y Turismo, se delimitó el Perímetro de Protección (BOPA de 12 de febrero de 1991).
3º El procedimiento para la Resolución impugnada se inicia con la solicitud de permiso de investigación "Astur A", de 273
cuadrículas mineras en los términos de Nava, Bimenes, Laviana y Piloña, por un periodo de 3 años, formulada por Vaughan
Williams en nombre y representación de la compañía "Little Red Hen Resources Limited" fechada el 17-5-2018.
4º Se advierte al solicitante que "parte de la superficie solicitada no es terreno franco y registrable",y requiriéndole para que,
en el plazo de 60 días, según lo previsto en el art. 66 RMi, presentase relación concreta de cada mineral que se deseaba
investigar, que quedaría reflejado en el Proyecto de Investigación y Plan de Restauración.
5º No obstante, en el escrito de 7-8-2018 continúa incluyendo superficie que no es terreno franco ni registrable, manteniendo
273 cuadrículas mineras, totalizando una superficie aproximada de 8.190 Has.
6º En el Proyecto de Investigación, que está fechado en julio de 2018, detalla tres fases, a saber, la primera de
reconocimiento, la segunda de desarrollo y la tercera de evaluación. Pero no contiene la menor referencia al derecho
preexistente de Aguas de Fuensanta. En todo caso, este Proyecto manifiesta, con claridad, que toda la superficie afectada,
incluida, por supuesto, la del perímetro de protección de Aguas de Fuensanta, que elude nombrar, tiene potencial minero y
está en su objetivo.
7º El Proyecto define dos zonas: el sector Sur y Este, en el que se planifican 8 sondeos en cuatro plataformas, lo que totaliza
un metraje de 1.000 metros; y el sector Noreste, considerado de alto potencial, para el que se planifican otros 8 sondeos en 4
plataformas, con un metraje igual de 1.000 metros. De esta forma, no es cierto, como señala la Administración que no se
hayan ubicado aún o se desconozca la situación de los sondeos pretendidos.
8º En el Plan de restauración se sigue omitiendo cualquier referencia a la zona de protección de Fuensanta. Y, así como en el
Proyecto de Investigación se ubicaban con precisión los sondeos, indicando sus coordenadas, en el Plan de Restauración
nada se dice, lo que da muestra de su indefinición o, visto de otro modo, descoordinación o falta de congruencia entre ambos
documentos.
9º La solicitante presentó escrito comunicando el cambio de promotora de la petición formulada (nº 129), emitiéndose un
primer informe técnico (nº 6 130) que define y analiza lo pretendido, advierte de la preexistencia del perímetro de protección
de Fuensanta citando los arts. 28 LMi y 43 RMi y, además, reitera la incidencia de otros derechos caducados. Por Resolución
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de 28-12-2018 se autorizó la transmisión de los derechos implicados o que pudieran derivarse de la tramitación de los
permisos de investigación en trámite, entre ellos el que aquí nos concierne "Astur A" a favor de Asturmet Recursos S.L.U. (nº
126).
10º Por Resolución de 16-4-2021 (nº 10) se declaró la admisión definitiva de la solicitud del Permiso de Investigación "Astur
A", pero, pese a la advertencia realizada en los informes técnicos previos, omite toda consideración al Perímetro de
Protección de Aguas de Fuensanta y a la parte del terreno no registrable. Se publicó anuncio en el BOPA nº 91, de 13-5-2021
(nº 137), remitiéndose edictos para su publicación en los tablones de anuncios de los Ayuntamientos implicados.
11º Se giró visita de inspección el 16-11-2023 "al objeto de comprobar sobre el terreno las consecuencias de su posible
fraccionamiento motivada por la ausencia de terreno registrable suficiente para delimitar un todo continuo",suscribiéndose el
acta correspondiente (nº 62). Nuevamente se advierte que, "Dentro del perímetro solicitado se constata la presencia de
antiguas labores mineras. Además se encuentra afectado por los derechos mineros caducados "Varallonga A" nº 30349 y
"Peñablanca" nº 30753, de 19 y 15 cuadrículas mineras respectivamente y referenciados al sistema de referencia ED50. En
tanto en cuanto no se promueva concurso público en el área afectada por ellos no tiene la consideración de registrable y
consecuentemente debe ser excluida del Permiso de Investigación solicitado.
Además, dentro del área del P.I. solicitado, se encuentra el perímetro de protección de recursos de la sección B agua mineral
natural ''Fuensanta'', lo cual debe ser tenido en cuenta respecto a las restricciones de llevar a cabo dentro del perímetro de
protección de aguas minerales o termales trabajos o actividades que pudieran perjudicar el acuífero o a su normal
aprovechamiento y, en su caso, respecto a la necesidad de obtener la previa autorización administrativa".
12º En escrito fechado el 5-1-2024 se renuncia a la cuadrícula minera resultante de la demarcación del permiso de
investigación ASTUR A, 30864, que se denominaría ASTUR A SEGUNDA FRACCIÓN 30864 BIS, cuyos vértices en el sistema
ETRS 89 allí se indican (nº 140). Esto es, de las 273 cuadrículas iniciales, hay que detraer ésta, quedando en 272.
13º Se emite el informe técnico, de 29-2-2024, sobre la tramitación y demarcación del Permiso de Investigación. En él, de
todo el perímetro pretendido, de 273 cuadrículas (menos 1, a la que se renunció) se detraen 19+15 (= 34), correspondientes a
permisos caducados "Varallonga" (zona superior) y "Peñablanca" (zona inferior), finalmente se reduce hasta las 217 c.m., o
sea, se minoró en 56 c.m.
14º Por la resolución de concesión del Permiso de Investigación, fechada el 14-5-2024, se detalla las tres fases del Proyecto y
refiere diversas condiciones generales. La superficie se reduce a 217 c.m. con un perímetro que se corresponde con el
delimitado en el plano de demarcación de 28-2-2024.
15º Global SMM 2009, S.L., titular de Aguas de Fuensanta, interpuso recurso de reposición (Doc. nº 2) refiriendo la existencia
del Perímetro de Protección otorgado en enero de 1991 y ratificado en abril de 2009 con Resolución de la Declaración de
"agua mineral natural", como recurso de la Sección B de la Ley de Minas, dentro de la cual tiene inscritos seis puntos
declarados de captación que abastecen a la planta de agua mineral de Fuensanta. Explicaba que el Permiso de Investigación
"Astur A", coincide en su extensión y se solapa en gran parte con el perímetro de protección de titularidad de Fuensanta.
16º Por Resolución de 25-9-2024 se desestimó el recurso interpuesto por Global SMM 2009, S.L. contra la resolución de 14-5-
2024 por la que se otorgó el P.I. Astur A, nº 30.864 a Asturmet Recursos S.L.U.
Como motivos de impugnación invoca la actora:
1º El proyecto de investigación presentado incumple la legislación minera española. Esta se soporta en una serie sucesiva de
permisos, cada uno de ellos con su propia finalidad y normativa específica. El primero de ellos es el permiso de exploración
que tiene por objeto efectuar estudios y reconocimientos en zonas determinadas mediante la aplicación de técnicas de
cualquier tipo que no alteren sustancialmente la configuración del terreno (art. 59.1 a) RMi). Se conceden por un año,
prorrogable por otro, y da prioridad durante su vigencia en la petición de permisos de investigación o concesiones directas de
explotación sobre el terreno, franco y registrable, incluido en su perímetro. Junto con la solicitud se ha de presentar un
Programa de exploración, con indicación de las técnicas a emplear, medios disponibles para su desarrollo y detalle de las
operaciones a realizar sobre la superficie del terreno, con el plano, presupuesto de inversiones, programa de financiación y
garantías que se ofrecen sobre su viabilidad (art. 60).
El segundo es el permiso de investigación, que tiene por objeto "los estudios y trabajos encaminados a poner de manifiesto y
definir uno o varios recursos... y a que, una vez definidos por la investigación realizada y demostrado que son susceptibles de
racional aprovechamiento",se le otorgue la correspondiente concesión de explotación de los mismos (art 63), con arreglo al
proyecto aprobado que se debe presentar, que debe incluir un proyecto de investigación, firmado por un Ingeniero superior o
Técnico de Minas, en el que constará con una memoria explicativa del plan general de investigación que se prevé realizar,
indicando el procedimiento o medios a emplear, un programa de la investigación, presupuesto de las inversiones a efectuar,
plazo de ejecución y planos de situación del permiso y de las labores que se proyectan, entre otros aspectos (art 66). Se trata,
por tanto, de una fase en la que ya se utilizan técnicas mineras que afectan no sólo a la superficie del terreno sino al medio
ambiente.
Sin embargo, con referencia y cita de la STSJ de Extremadura de 90/2021, de 4-3-2021, afirma que en el caso que nos ocupa,
la Administración, en su resolución y cuando desestimó el recurso de reposición de la aquí demandante, insiste en que aún
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no conoce la ubicación de los sondeos e impone a Asturmet una serie de condiciones a cumplimentar posteriormente,
aportando más documentación, realizando trámites, obteniendo autorizaciones, presentando estudios, etc., Esto es, incumple
material y formalmente la normativa aplicable, al haber confundido la exploración y la investigación, afirmando para ello que
los sondeos no están aún definidos, esquivando y difiriendo los trámites de rigor.
2º El perímetro de protección del manantial de FUENSANTA por normativa legal obliga a ser incorporado a los Planes
Hidrológicos -en particular para prohibir la perforación de pozos donde corresponda y realizar labores de policía-, a los planes
de ordenación territorial de las comunidades autónomas, y finalmente a los planes urbanísticos de los municipios, de tal
forma que no se autorice ninguna actividad potencialmente contaminante dentro de ellos, pues se trata de un instrumento
jurídico-administrativo que tiene, como objetivo y prioridad, por un lado, la de proteger la integridad y pureza del acuífero, y
por otro, la concesión del derecho de aprovechar la utilización de aguas que emerjan del mismo.
Además, el Agua de Fuensanta ha sido declarada minero-medicinal de Utilidad Pública por Real Orden en 1846, lo que le
permite gozar de la protección que le brinda el articulado del Real Decreto Ley 25 de abril de 1928, que aprueba el estatuto
sobre explotación de manantiales de aguas mineromedicinales que la Resolución aquí combatida también ha inobservado y,
que incluye las facultades expropiatorias en tal caso.
Estos perímetros de protección, además, son objeto de estudio dentro del Plan de Acción de Aguas Subterráneas 2023-2030,
aprobado por Resolución del Secretario de Estado de Medio Ambiente de Julio de 2023.
Por otro lado, la Resolución combatida vulnera lo dispuesto en el artículo 8º de la Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 16 de diciembre de 2020 (con antecedentes en la Directiva 80/68/CEE) relativa a la calidad de las
aguas destinadas a consumo y que obliga a la detección de riesgos y eventos peligrosos en la zona de perímetro de
protección mediante la pertinente evaluación de riesgos que la Resolución recurrida ignora.
3º Infracción del art. 43 del Reglamento de Minas.
El procedimiento seguido por la Administración para la concesión de este P.I., con un batiburrillo de procedimientos,
requerimientos y condicionantes impuestos, basado todo ello en la -para la Administración- indefinición de actividades
existente, se ha separado por completo del que legalmente procede. En concreto, ha incumplido el trámite de audiencia a
Global SMM 2009, S.L., como titular de la concesión de Aguas de Fuensanta y su Perímetro de Protección en el expediente
seguido para otorgar este Permiso.
Recuerda que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en
sus arts. 53.1 e), 76 y 82 garantiza la participación de los ciudadanos e interesados en un procedimiento mediante el trámite
de audiencia. Dicha garantía también viene avalada por el artículo 105 de la Constitución Española, donde dispone que una
ley regulará el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la
audiencia del interesado. El trámite de audiencia consiste en poner a disposición de la persona interesada el expediente
instruido, con la finalidad de que el interesado acceda al mismo dándole la posibilidad de presentar las alegaciones y
documentación que considere necesario para la defensa de sus intereses legítimos.
Afirma que esa falta de audiencia, en este caso a sabiendas, puesto que la propia Administración era sabedora desde el inicio
del expediente de su condición de interesada, haciendo caso omiso, deberá dar lugar a la nulidad de pleno derecho del acto
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 LPA. En este sentido se han pronunciado las Sentencias del TS de 19 de
enero de 2004 y 29 de junio de 2005, recursos de casación 410/2001 y 5347/2003, respectivamente.
4º Infracción de los arts. 55 de la Ley de Minas y 74 del RM.
Ambos artículos establecen que es con la solicitud del permiso de investigación en terrenos afectados por una autorización
de explotación de otro recurso cuando debe determinarse, "además", si son compatibles o no los trabajos respectivos y, en el
segundo caso, cuál es el de mayor interés o utilidad pública. No lo difiere a un momento posterior, una vez concedido el
Permiso de Investigación.
Cita la STSJ de Andalucía (Granada) nº 56/2024, de 20 de enero y la STSJ de Canarias 59/2009, de 28 de marzo, que
confirman la necesidad y obligación de ese estudio de compatibilidad antes de la concesión del permiso de investigación, y
la STS de 19-11-2012 (rec. 4584/2009).
5º Infracción de los arts. 66, 67 y 70 del RM.
Así, el proyecto recogía terrenos no registrables, cuestión que no se subsano en los sesenta días concedidos por la
Administración.
Tampoco consta el Estudio económico de financiación y garantías que se ofrecen sobre su viabilidad. El Proyecto incluye un
"presupuesto" que no refiere el modo de financiación ni habla de garantía de viabilidad.
En el expediente se puede comprobar también la patente vulneración de este artículo 67, ya que, cuando se examinó la
documentación presentada, no se comprobó el cumplimiento de los requisitos del art. 66, ni de las condiciones del Capítulo V
del Título V, limitándose a la mera reproducción sintetizada del contenido del Proyecto.
En relación con la superficie afectada por el permiso solicitado, no se le impuso ninguna modificación, tramitándose su
Proyecto como si tal cosa (art. 67.5 RMi), cuando, la importante reducción de la superficie pretendida (en más del 20%), con
incidencia relevante tanto en el propio Proyecto, como en el Plan de Restauración, sus costes, viabilidad económica y
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afecciones de todo orden (propiamente minera, medioambiental, urbanística, paisajística, etc.) exigían la modificación de
tales documentos antes de someterlos a información pública y, por supuesto, de conceder el permiso, porque lo que se
autorizó no se corresponde con lo solicitado.
Absoluta discrepancia entre el Proyecto de Investigación y el Plan de restauración, en cuanto a la definición de las zonas
afectadas.
SEGUNDO.- POSICIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN.
El Letrado del Servicio Jurídico del Principado de Asturias, tras hacer referencia a los antecedentes fácticos que contienen las
Resoluciones impugnadas, defiende su legalidad atendiendo a los siguientes argumentos:
1º Los derechos de la recurrente para el normal aprovechamiento del agua mineral-natural, para proteger el acuífero en
cantidad y calidad, e igualmente para impedir que se realicen dentro del perímetro de protección que se le hubiese fijado,
trabajos o actividades que pudieran perjudicar el acuífero o a su normal aprovechamiento, ya se encuentran protegidos por la
vigente legislación en materia de minería, sin que de ninguna manera hayan quedado vulnerados por el otorgamiento del PI
"Astur- A", n.º 30.864, más al contrario, basta una lectura del Auto del TSJA de 20 de febrero de 2025, en donde se acordó que
no había lugar a la medida cautelar pretendida por "GLOBAL SMM 2009, S.L.", para colegir que el otorgamiento del PI no
implica en modo alguno la autorización de una actividad contaminante, no solamente en el perímetro de protección, sino en
ningún otro punto del perímetro demarcado del PI y en el supuesto de que la titular del PI planteara, a través de un plan de
labores, cualquier tipo de actuación en el interior del perímetro de protección, habría de autorizarse explícitamente, previo
estudio de compatibilidad, de acuerdo con el art. 55 de la LMI, y el art. 74 del RMi.
2º Para el otorgamiento del PI su promotor ha de presentar (art. 66.1 Rmi) un Programa, Plan o Proyecto General de
Investigación, indicando el mineral o minerales a que se refiere; procedimiento y medios a emplear, especificando el equipo
técnico de que dispone el solicitante y su titulación o, en su caso, de la entidad contratada; programa de la investigación,
presupuesto de las inversiones a efectuar, plazo de ejecución y planos de situación del permiso y de las labores que se
proyectan, junto con un estudio económico de financiación y garantías que se ofrecen sobre su viabilidad.
Pues bien, en este caso, el Proyecto General de Investigación presentado por la promotora, no puede detallar con un grado de
precisión suficiente las labores con implicación sobre el suelo, cuyas características concretas se supeditarán al resultado de
las sucesivas fases de investigación.
Desde la Administración del Principado de Asturias y para el otorgamiento del PI, se ha seguido el criterio fijado por el
Tribunal Supremo, en Sentencias de 25 de junio de 2014 (recurso número 327/2012 - ponente D. José Manuel Bandrés
Sanchez-Cruzat) y 30 de junio de 2014 (recurso número 363/2012 - ponente D. Eduardo Espín Templado), que desestiman los
recursos interpuestos contra el Real Decreto 547/2012,de 16 de marzo, por el que se convalida el Real Decreto 1462/2001, de
21 de diciembre, por el que se otorgaban los permisos de investigación de hidrocarburos denominados "Canarias-1",
"Canarias-2", "Canarias-3","Canarias-4", "Canarias-5", "Canarias-6", Canarias-7", "Canarias-8" y "Canarias-9" y que si bien lo eran
respecto a unos permisos de investigación de hidrocarburos, mutatis mutandi, las motivaciones de dichas Sentencias del
Tribunal Supremo, puede ser aplicables al presente Permiso de investigación minero.
En definitiva, el desarrollo efectivo de las actividades en el marco del PI, a lo largo de su vigencia y para cualquiera que sea el
tipo de trabajos que se proyecten en los correspondientes Planes de Labores, queda supeditado a la previa tramitación que
en la normativa medioambiental se establezca.
2º Obviamente, tal y como se desprende la mera lectura de la resolución recurrida, no han sido solicitados expresamente
(ubicando su situación o coordenadas), ni menos aún autorizados ningún tipo de sondeos, trabajos subterráneos o en
superficie a realizar dentro del perímetro de protección del agua mineral-natural" del Balneario de Fuensanta" que puedan
afectar o perjudicar el normal aprovechamiento de las aguas, por cuanto , y como reiteradamente se señala en la Resolución
de otorgamiento del PI.
Vista la condición especial nº 4 del PI, establecida en el SEGUNDO de los resuelvos, apartado f), se desprende de forma
palmaria que el titular del PI "Astur- A", n.º 30.864 y para tener la posibilidad de investigar dentro del perímetro de protección
del agua mineral-natural" del Balneario de Fuensanta", le es imprescindible la previa determinación de compatibilidad de los
trabajos de investigación con los del aprovechamiento del agua mineral natural, en todo caso con audiencia del titular del
derecho minero del "agua mineral-natural", de acuerdo con lo establecido al respecto en el Art. 55 de la LMi y el Art. 74 del
RMi, antes trascritos.
Por otro lado, aborda los conceptos de terreno franco y registrable de la normativa minera, regulados en los arts. 38 y 39 Lmi,
y concluye, conforme a ellos, que la superficie donde se extiende el perímetro de protección vinculado al aprovechamiento del
"agua mineral-natural" Sección B), no ostenta el carácter de "no franco" como pretende la demandante. Bien al contrario,
sobre la zona delimitada por el citado perímetro de protección cabe otorgar derechos mineros de la sección C) y D), en este
caso, un permiso de investigación, sección C) tal como se desprende de los artículos 55 de la LMi y 74 del RMi.
3º Procede la desestimación del tercer motivo del escrito de demanda por cuanto no corresponde en el marco de la
tramitación del otorgamiento del permiso dicho trámite del art. 43 Rmi, tal y como se establece en el resuelvo segundo, letra
f), que establece las condiciones especiales, que en su apartado 1.
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4º Rechaza, igualmente, la infracción de los arts. 55 LMi Y 74 RMi, en tanto que la compatibilidad a que se refieren está
supeditada a la existencia de una afección concreta, una vez determinada esta.
5º En cuanto a la vulneración de los arts. 66, 67 y 70 Rmi, relativos a la presentación de solicitudes para PI, documentación
que ha de presentarse y otros aspectos sobre la tramitación de los PI, insiste en que se ha seguido el correcto
desenvolvimiento procedimental para el otorgamiento del PI "Astur- A", n.º 30.864, y que en modo alguno se está facultando
la realización de ningún sondeo, que en todo caso no se realizarán hasta el tercer año de vigencia del PI, y siempre y cuando
tras la tramitación del oportuno expediente específico para labores tengan incidencia significativa sobre el suelo, los posibles
sondeos sean previamente autorizados.
Ello no obsta, obviamente, tal como y reiteradamente se ha señalado que la resolución de otorgamiento del PI establece
claramente en su resuelvo segundo, letra f), apartado 4, que cualquier actuación asociada al permiso de investigación que
eventualmente se pretenda realizar dentro del perímetro de protección del "agua mineral-natural", deberá ser previamente
autorizada por la autoridad minera, garantizando la compatibilidad con la existencia de dicha afección.
TERCERO.- SOBRE EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN.
El art. 43 de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas (LM), establece: "Quienes reúnan las condiciones a que se refiere el
Título VII podrán, sin perjuicio de los derechos preferentes establecidos en el capítulo anterior, realizar trabajos de
investigación de recursos de la Sección C), previo otorgamiento por el Ministerio de Industria del permiso correspondiente";el
art. 44 del mismo Texto Legal señala: "El permiso de investigación concede a su titular el derecho a realizar, dentro del
perímetro demarcado y durante un plazo determinado, los estudios y trabajos encaminados a poner de manifiesto y definir
uno o varios recursos de la Sección C) y a que, una vez definidos, se le otorgue la concesión de explotación de los mismos";el
art. 45: "Los permisos de investigación se concederán por el plazo que se solicite, que no podrá ser superior a tres años.
Dicho plazo podrá ser prorrogado por tres años por las Delegaciones Provinciales del Ministerio de Industria y,
excepcionalmente, para sucesivos períodos por la Dirección General de Minas, teniendo en cuenta la solvencia técnica y
económica que acredite el titular peticionario; la amplitud y características de los trabajos programados; el contexto
geográfico, geológico y metalogenético del terreno solicitado, así como los trabajos desarrollados, las inversiones realizadas,
los resultados obtenidos y las garantías que siga ofreciendo el titular peticionario";y el art. 47: "Los permisos de investigación
sobre terrenos registrables se solicitarán del Ministerio de Industria, a través de la Delegación Provincial correspondiente,
presentando a tal efecto, además de otros documentos que especifique el Reglamento, el proyecto de investigación, que
comprenderá el programa de trabajos, el presupuesto de las inversiones a realizar y el estudio económico de su financiación,
con las garantías que se ofrezcan sobre su viabilidad".El art. 64 regula de la LM, hace referencia a los permisos de
explotación: "Uno. Las solicitudes de concesiones directas de explotación se tramitarán en la misma forma que las de los
permisos de investigación, siendo aplicables las disposiciones del capítulo tercero del presente título, con las
particularidades que correspondan a esta clase de solicitudes.
Dos. Con la documentación a que se refiere el artículo cuarenta y siete, en la que se sustituirá el proyecto de investigación por
uno de aprovechamiento del recurso en cuestión, deberá presentarse un informe técnico que justifique la procedencia de la
solicitud como concesión directa".
En definitiva, son perfectamente diferenciables del Proyecto de Investigación del de explotación.
Por su parte, el Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de la
Minería (RMi), en su art. 66 establece: "1. Los permisos de investigación sobre terrenos registrables se solicitarán de la
correspondiente Delegación Provincial del Ministerio de Industria y Energía mediante instancia presentada personalmente en
las oficinas de la Delegación por el solicitante o mandatario del mismo, sin que puedan utilizarse otros medios de
presentación.
Si el terreno comprendido en la solicitud afectase a varias Delegaciones Provinciales, se presentará la instancia, dirigida al
Director general de Minas e Industrias, de la Construcción en aquella que comprenda la mayor extensión del terreno
solicitado, adjuntando al original tantas copias, por lo menos, como el número de Delegaciones a que afecte, más dos. La
Delegación Provincial remitirá a las otras Delegaciones la copia correspondiente en eI mismo día de presentación de la
instancia, haciéndose constar en ella el momento de la presentación y el número de orden que le haya correspondido.
La instancia deberá contener el nombre, apellidos o razón social del peticionario o peticionarios, así como su vecindad y
domicilio, nombre con que haya de conocerse el permiso de investigación y situación, límites y extensión del terreno que se
solicita, en la forma que determina el capítulo V del título V de la Ley y de este Reglamento.
En la instancia y sus copias se especificará por la Delegación Provincial la fecha y hora de su presentación, así como el
número de orden que corresponda en la provincia, devolviéndose uno de los ejemplares al presentador.
En el plazo de sesenta días a contar de la fecha de entrega de la solicitud, el peticionario deberá presentar en la Delegación
Provincial que corresponda los siguientes documentos:
a) Los que acrediten que el peticionario o peticionarios reúnen las condiciones establecidas en el título VIII.
b) Designación definitiva del terreno solicitado, que podrá ser la misma de la primera solicitud o reducida a las cuadrículas
que estime conveniente, no pudiendo, en ningún caso, comprender terrenos fuera del perímetro de aquélla.
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c) Proyecto de investigación, firmado por un Ingeniero superior o Técnico de Minas, o en su caso, por otros titulados
universitarios competentes a que se refiere el artículo 117 de la Ley.
El proyecto constará de una Memoria explicativa del plan general de investigación que se prevé realizar, indicando el mineral
o minerales a que se refiere; procedimiento y medios a emplear, especificando el equipo técnico de que dispone el solicitante
y su titulación o, en su caso, de la entidad contratada; programa de la investigación, presupuesto de las inversiones a
efectuar, plazo de ejecución y planos de situación del permiso y de las labores que se proyectan.
d) Estudio económico de financiación y garantías que se ofrecen sobre su viabilidad...";el art. 64: "1. Los permisos de
investigación se concederán por el plazo que se solicite, que no podrá ser superior a tres años, y su vigencia comenzará al día
siguiente al de la notificación de su otorgamiento.
Terminado el plazo inicial del otorgamiento de un permiso de investigación, podrá ser prorrogado por la misma autoridad que
lo hubiese concedido, hasta un máximo de tres años, bien mediante una sola prórroga o por varias sucesivas parciales..."; y,
en el art. 97.2: "2. Cuando al confrontar un proyecto de investigación o de explotación o un plan anual de labores se abriguen
dudas acerca de la posible influencia desfavorable que su ejecución pueda tener sobre el régimen de manantiales o
aprovechamientos de aguas, que vengan aprovechándose con justo título, se solicitará, como trámite necesario a su
aprobación, el informe del Instituto Geológico y Minero de España. A la vista de este informe se procederá a la imposición de
condiciones especiales que garanticen la integridad de los mismos y, en su caso, la obligación previa a la ejecución de
labores por parte del titular o concesionario, de prestar fianza en metálico, cuya cuantía se fijará por la Delegación Provincial
a la vista del informe antedicho y oídos los Peritos nombrados al efecto por las partes interesadas".
Previamente, el RMi define lo que son terrenos francos y registrables. Así, en el art. 56 señala: "1. Se considerará que un
terreno es franco si no estuviera comprendido dentro del perímetro de una zona de reserva del Estado, propuesta o declarada
para toda clase de recursos de la Sección C), o de los perímetros de un permiso de exploración, un permiso de investigación
o una concesión de explotación solicitados o ya otorgados.
2. Tratándose de zonas de reserva del Estado, declaradas para uno o varios recursos determinados, el terreno comprendido
en ellas se considerará franco para recursos distintos a los reservados";y el art. 57: "1. Se considerará que un terreno es
registrable si, además de ser franco, tiene la extensión mínima exigible. Los que no reúnan las condiciones mínimas serán
considerados como demasías, y los espacios francos que contengan se otorgarán de conformidad con la disposición
transitoria séptima de la Ley y con arreglo a lo que seguidamente se dispone:...".
El art. 59 regula los permisos de exploración, y refiere: "1. El Ministerio de Industria y Energía podrá otorgar permisos de
exploración que confieran a sus titulares los siguientes derechos:
a) Efectuar estudios y reconocimientos en zonas determinadas mediante la aplicación de técnicas de cualquier tipo que no
alteren sustancialmente la configuración del terreno, pudiendo extenderse estos trabajos, en cuanto a movimiento de tierras,
hasta los límites que se señalan en el artículo 3.º de este Reglamento.
b) Prioridad durante su vigencia en la petición de permisos de investigación o concesiones directas de explotación sobre el
terreno que, incluido en su perímetro, fuera franco y registrable en el momento de presentarse la solicitud de exploración.
A estos efectos, quedarán integrados dentro del permiso aquellos terrenos que, habiendo estado cubiertos durante su
vigencia por peticiones en tramitación con mejor derecho, hubiesen quedado francos con posterioridad por haberse
cancelado sus expedientes.
2. Los permisos de exploración se concederán sin perjuicio de los derechos adquiridos por otras personas sobre los mismos
terrenos y cuadrículas interesados por aquéllos, haciéndose constar que su concesión no presupone la existencia de terrenos
francos y registrables en la fecha de la presentación de la solicitud.
El permiso de exploración se otorgará por un plazo de un año, y podrá ser prorrogado, teniendo en cuenta el contexto
geológico del área, como máximo por otro año a contar de la terminación del plazo inicial, si hubiese sido solicitada la
prórroga un mes antes, como mínimo, de la fecha de su vencimiento".
De la normativa expuesta cabe concluir, como afirma la STSJ de Castilla Y León, de 8 de noviembre de 2024 (recurso
111/2024), que "Un permiso de explotación tiene por objeto efectuar estudios y reconocimientos en zonas determinadas
mediante la aplicación de técnicas de cualquier tipo que no alteren sustancialmente la configuración del terreno. Da prioridad
durante su vigencia en la petición de permisos de investigación o concesiones directas de explotación sobre el terreno,
franco y registrable, incluido en su perímetro. Junto con la solicitud se ha de presentar un Programa de Exploración, con
indicación de las técnicas a emplear, medios disponibles para su desarrollo y detalle de las operaciones a realizar sobre la
superficie del terreno, con el plano, presupuesto de inversiones, programa de financiación y garantías que se ofrecen sobre su
viabilidad".Por ende, la exploración se sitúa en un primer momento, seguida de la investigación, y la explotación sería el tercer
estadio, por cuanto "explorar" supone reconocer, averiguar con diligencia una cosa o un lugar, "investigar" tiene por fin ampliar
el conocimiento científico, sin perseguir en principio ninguna aplicación práctica, en tanto que "explotar" consistiría en extraer
de las minas la riqueza que contienen.
Ahora bien, como también afirma la STSJ de Castilla Y León, Sala de Burgos, de 10 de octubre de 2024 (recurso 84/2024), de
la regulación que contiene la LM y el RMi, no se concluye la exigencia de la presentación o solicitud de un previo proyecto de
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exploración, para solicitar el permiso de investigación o explotación y que ambos permisos, exploración e investigación son
distintos del permiso de explotación, así como que la presentación de un permiso de investigación solo debe comprender los
documentos que se indican en el artículo 66.1 del RD 2857/1978 de 25 de agosto.
Con ello debe descartarse la alegación del primer motivo de impugnación, en orden a rechazar que la Administración haya
incurrido en una suerte de "batiburrillo" administrativo a la hora de conceder el permiso de investigación.
Por otro lado, se evidencia cierta contradicción en el escrito de demanda, en este primer motivo, puesto que se hace hincapié,
por referencia a la STSJ de Extremadura 90/2021, de 4 de marzo de 2021, en el hecho de encontrarnos en realidad ante un
proyecto de exploración y no de investigación, pero a la vez se reconoce que si se definen elementos, como los sondeos,
definidos geográfica y técnicamente, que sí son propios de este último .
Efectivamente, basta analizar el Proyecto de Investigación presentado para concluir que se definen tres fases,
correspondientes con cada uno de los años del permiso de investigación. Así, una primera fase de reconocimiento; una
segunda de desarrollo, y una tercera de evaluación.
Ya en el apartado "Resumen", del Proyecto se afirma, lo que seguidamente se desarrolla: "Se propone en el proyecto de
investigación a tres años, con tareas que van desde recopilación de información, cartografía y geoquímicas en las fases
iniciales, rozas en labores existentes y estudios geofísicos en el segundo ejercicio, y la evaluación mediante sondeos con
informes de recursos y metalúrgicos al final del tercer ejercicio.
La prácticamente totalidad de la superficie del permiso posee potencial para albergar mineralización económica, centrando
las fases iniciales de la investigación en analizar el horizonte mineralizado en toda la superficie del derecho minero, aunque
se comience por los indicios o labores existentes.
Analizar en detalle ese horizonte usando la cartografía de detalle, Lidar y muestreando los afloramientos ayudados de
geoquímicas bien de arroyos o convencionales cuando se considere necesario.
Se han planificado como evaluación final la realización de 16 sondeos en 8 plataformas con un metraje total de 2800 metros
para la evaluación de los potenciales objetivos de investigación dentro del perímetro del permiso".
Si analizamos el contenido del Proyecto de Investigación presentado, podemos afirmar que cumple con los requisitos del art.
66 del RMi, en tanto define las cuadriculas para las que se solicita, a lo que posteriormente nos referiremos; aparece firmado
por un Ingeniero un Titulado Universitario competente, conforme al art. 117.Dos de la LM (Geólogo, don Cesareo); contiene
una "Memoria explicativa"del plan general de investigación que se prevé realizar, indicando el mineral o minerales a que se
refiere (página 30); procedimiento y medios a emplear (páginas 32 y siguientes), especificando el equipo técnico de que
dispone el solicitante y su titulación (páginas 47 a 50); programa de la investigación, presupuesto de las inversiones a
efectuar, plazo de ejecución y planos de situación del permiso y de las labores que se proyectan (páginas 51 y siguientes).
Además, incluye el Estudio económico de financiación y garantías que se ofrecen sobre su viabilidad.
En este sentido, ya en el informe emitido el 28 de agosto de 2024, por el Jefe del Servicio de Minas, de la Consejería de
Transición Ecológica, Industria y Comercio, del Principado de Asturias, con ocasión del recurso de reposición, se afirma que
la previsión para el tercer ejercicio es: "se llevará a cabo la evaluación de todos los datos recogidos, siempre que los
resultados de fases anteriores fueran satisfactorios, planificando campañas de sondeos en aquellas zonas en las que se
localizan mayores potenciales de mineralizaciones. Se llevarán a cabo estudios geotécnicos y pruebas en el ámbito
metalúrgico, realizadas por laboratorios externos. Asimismo, se comenzará un estudio hidrogeológico con el objeto del
estudio de los acuíferos".
La estructura del Proyecto responde, pues, al propio de un Proyecto de Investigación completo, y no de mera exploración, por
lo que no cabe acoger los argumentos de la recurrente, ni estamos ante un supuesto similar el de la citada Sentencia del TSJ
de Extremadura.
Por el contrario, si resulta de aplicación lo razonado en el Fundamento de Derecho DECIMOTERCERO de la Sentencia de 30 de
junio de 2014 (recurso 363/2012): "La dinámica del proyecto de investigación, que comprende fases iniciales cuyo resultado
determina en gran parte la procedencia de las subsiguientes, no permite formular la solicitud inicial con aquel grado de
precisión. La Administración, que parte de esta misma premisa, no dispensa de la obligación ulterior de someter a los
procedimientos de evaluación de impacto (...) las actividades singulares que se fueran desarrollando."
CUARTO.- SOBRE EL PÉRIMETRO DE PROTECCIÓN DE AGUAS DE FUENSANTA.
En este apartado, no resultan controvertidas las afirmaciones que realiza la recurrente en orden a las autorizaciones de las
que es titular.
Efectivamente, además de que Agua de Fuensanta ha sido declarada minero-medicinal de Utilidad Pública por Real Orden en
1846, lo que le permite gozar de la protección que le brinda el articulado del Real Decreto Ley 25 de abril de 1928, que
aprueba el estatuto sobre explotación de manantiales de aguas mineromedicinales; perímetros de protección, además, son
objeto de estudio dentro del, Plan de Acción de Aguas Subterráneas 2023-2030, aprobado por Resolución del Secretario de
Estado de Medio Ambiente de Julio de 2023, que pone el énfasis en la protección de las aguas subterráneas y manantiales.
Por otro lado, también es cierto que el art. 8 de la Directiva artículo 8º de la Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento Europeo
y del Consejo de 16 de Diciembre de 2020, establece: "Evaluación y gestión de riesgos de las zonas de captación de los
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puntos de extracción de aguas destinadas al consumo humano
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 4 a 8 de la Directiva 2000/60/CE, los Estados miembros garantizarán que se
efectúen la evaluación y gestión de riesgos de las zonas de captación de los puntos de extracción de aguas destinadas al
consumo humano.
2. Los Estados miembros garantizarán que la evaluación de riesgos incluya los siguientes elementos:...". Es decir, obliga a la
detección de riesgos y eventos peligrosos en la zona de perímetro de protección mediante la pertinente evaluación de
riesgos.
En este sentido, el art. 28.1 de la LM regula: "La autorización o concesión de aprovechamiento de aguas minerales otorga a
su titular el derecho exclusivo de utilizarlas, así como el de impedir que se realicen en el perímetro de protección que le
hubiere sido fijado trabajos o actividades que puedan perjudicar el normal aprovechamiento de las mismas. La realización de
cualquier clase de trabajos subterráneos dentro del perímetro citado deberá contar previamente con la autorización de la
Delegación Provincial del Ministerio de Industria, sin perjuicio de las demás exigibles en cada caso. Si los trabajos afectaran
al titular de la autorización o concesión quienes los realicen estarán obligados a indemnizar a aquél";y el art. 43.1 del RMi,
señala: "1. La autorización o concesión de aprovechamiento de aguas minerales otorga a su titular los siguientes derechos:
a) El derecho exclusivo a utilizarlas en la forma, condiciones y durante el término fijado en la autorización o concesión.
b) A proteger el acuífero en cantidad y calidad y a su normal aprovechamiento en la forma que hubiese sido otorgado o
concedido. A este efecto, podrá impedir que se realicen dentro del perímetro de protección que se le hubiese fijado, trabajos
o actividades que pudieran perjudicar el acuífero o a su normal aprovechamiento.
c) El aprovechamiento de las aguas minerales que se encuentren dentro del perímetro de protección y pertenezcan al mismo
acuífero.
Cualquier trabajo subterráneo que se realice dentro del perímetro de protección deberá contar previamente con la
autorización de la Delegación Provincial del Ministerio de Industria y Energía, sin perjuicio de las demás exigibles en cada
caso.
Se concederá audiencia al titular del otorgamiento antes de resolver en todos los expedientes relativos a la concesión de
autorización para realizar trabajos o desarrollar actividades dentro del perímetro de protección, que puedan perjudicar el
normal aprovechamiento de las aguas.
La autorización administrativa para desarrollar trabajos o actividades dentro del perímetro de protección se otorgará sin
perjuicio de terceros y no exonerará, por tanto, de responsabilidad a los que los realicen si afectaran al aprovechamiento de
las aguas, debiendo indemnizar a su titular de todos los daños y perjuicios que se ocasionen".
Ahora bien, no podemos obviar, como señala la Resolución impugnada que el otorgamiento del permiso no implica en modo
alguno la autorización de actividades contaminantes, no solo en el interior de la demarcación del perímetro de protección,
tampoco en ningún otro punto del perímetro demarcado para el permiso de investigación. Y, efectivamente, los permisos de
investigación no están incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental
(LEA), artículo 7, Anexos I y II. En tal sentido se pronuncia la STSJ de Castilla Y León de fecha 7 de octubre de 2024 (recurso
84/2024), ya citada más arriba "Pues bien, partiendo de todo lo expuesto, ha de convenirse con lo expuesto en la Resolución
impugnada en su fundamento de derecho séptimo, cuando precisa respecto de la ausencia de informe de evaluación de
impacto ambiental que la normativa que resulta de aplicación, laLey 21/2013 de 9 de diciembre, no contempla en su artículo
7 , dentro del ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental, a estos proyectos, ya que dicho precepto establece
que:
1. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria los siguientes proyectos:
a) Los comprendidos en el anexo I, así como los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del
anexo I mediante la acumulación de las magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados.
b) Los comprendidos en el apartado 2, cuando así lo decida caso por caso el órgano ambiental, en el informe de impacto
ambiental de acuerdo con los criterios del anexo III.
c) Cualquier modificación de las características de un proyecto consignado en el anexo I o en el anexo II, cuando dicha
modificación cumple, por sí sola, los umbrales establecidos en el anexo I.
d) Los proyectos incluidos en el apartado 2, cuando así lo solicite el promotor.
2. Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada:
a) Los proyectos comprendidos en el anexo II.
b) Los proyectos no incluidos ni en el anexo I ni el anexo II que puedan afectar de forma apreciable, directa o indirectamente,
a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
c) Cualquier modificación de las características de un proyecto del anexo I o del anexo II, distinta de las modificaciones
descritas en el art. 7.1.c) ya autorizados, ejecutados o en proceso de ejecución, que pueda tener efectos adversos
significativos sobre el medio ambiente. Se entenderá que esta modificación puede tener efectos adversos significativos
sobre el medio ambiente cuando suponga:
1º Un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera.
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2º Un incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral.
3º Incremento significativo de la generación de residuos.
4º Un incremento significativo en la utilización de recursos naturales.
5º Una afección a Espacios Protegidos Red Natura 2000.
6º Una afección significativa al patrimonio cultural.
d) Los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del anexo II mediante la acumulación de las
magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados.
e) Los proyectos del anexo I que sirven exclusiva o principalmente para desarrollar o ensayar nuevos métodos o productos,
siempre que la duración del proyecto no sea superior a dos años.
Por lo que a la vista de dicha normativa, resulta claro que no aparece comprendido el proyecto de autos dentro de los que
deben someterse a la evaluación ambiental, ya que no se establece la misma para los proyectos de exploración, ni para los de
investigación minera y si acudimos al Anexo III, referido a los criterios para determinar si un proyecto del Anexo II ha de estar
sometido a la evaluación ambiental ordinaria o simplificada, tampoco se refiera a dichos proyectos y además este Anexo III
precisa el tipo de evaluación, ordinaria o simplificada que debe aplicarse, partiendo de los proyectos comprendidos en el
Anexo II, entre los cuales no se comprenden los proyectos de investigación minera, salvo en el caso de la letra i) Proyectos de
investigación minera cuando incluyan alguno de los siguientes trabajos: apertura de un frente piloto, la constitución de una
instalación de residuos mineros o la ejecución de galerías de investigación minera, todo ello dentro del Grupo 3 de dicho
Anexo referido a Perforaciones, dragados y otras instalaciones mineras e industriales, no reuniendo tales características el
proyecto de autos".
Pero, es más, las actuaciones que la autorizada por el permiso de investigación quisiera lleva a cabo, a través de en el interior
del perímetro de protección, tendría que estar definido en el preceptivo plan de labores, que tendrá que ser autorizado
expresamente, previo estudio de la compatibilidad de las actuaciones, en los términos del art. 55 de la LMi y del art. 74 del
RMi.
No podemos obviar que la propia Resolución de 14 de mayo de 2024, que concede el permiso de Investigación ya precisa: "A
su vez, por regla general los programas de investigación que se presentan para los PP.II., como ocurre en el presente
expediente, describen una serie de actuaciones a realizar en un periodo de tres años, no siendo hasta el 2º o 3º año de
vigencia del PI cuando se contempla la posibilidad, en función de los datos obtenidos, de continuar con la investigación
generalmente por medio de sondeos, o también con perforaciones, calicatas, trincheras, pocillos, etc... para el posterior
análisis de las muestras obtenidas con el objeto de determinar la viabilidad de la posible explotación, además de poder
disponer de los datos necesarios para un estudio de mercado.
Será pues cuando, en su caso, se solicite el pase a concesión y se diseñe un Proyecto de explotación y se pretenda el
aprovechamiento del recurso minero, cuando se procedería analizar la incidencia de una hipotética explotación desde la
perspectiva medioambiental y cultural, y en el marco de las competencias municipales analizar la cuestión de carácter
urbanístico.
Reiterar que el desarrollo de las actividades en el marco del PI a lo largo de su vigencia, incluidas sus posibles prorrogas, que
tengan incidencia en el medio, cualquiera que sea el tipo de trabajos que se proyecten, (sondeos, calicatas, perforaciones y
otro género de actividades análogas) queda supeditado a la previa tramitación que en la normativa medioambiental se
establezca. A mayor abundamiento el órgano ambiental de la Administración del Principado de Asturias ha de informar
favorablemente el Plan de Restauración, como ha sucedido en el presente expediente.
Sobre los aspectos ambientales para la realización de trabajos de investigación, hacer mención a la publicación en el BOE el
14/06/2023 (entrada en vigor el 15/06/2023) del Real Decreto 445/2023, de 13 de junio, por el que se modifican los anexos I,
II y III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental (aplicable conforme a su Disposición transitoria única, a
los Proyectos presentados por los promotores ante el órgano sustantivo con posterioridad de la entrada en vigor del RD
445/2023, de 13 de junio). Esto implica que para los futuros Proyectos de investigación minera (NO para el presente
otorgamiento del PI) cuando incluyan alguno de los siguientes trabajos: apertura de un frente piloto, la constitución de una
instalación de residuos mineros o la ejecución de galerías de investigación minera, habrán de ser sometidos a la evaluación
ambiental simplificada (EAS) regulada en el título II, capítulo II, sección 2ª de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de
evaluación ambiental".Y, posteriormente concluye: "Por todo ello reiterar que el desarrollo de las actividades en el marco del
PI a lo largo de su vigencia, cualquiera que sea el tipo de trabajos que se proyecten, quedará supeditado a la previa
tramitación que en la normativa Medioambiental se establezca, todo ello con independencia y sin perjuicio de la oportuna
obtención de cualesquiera autorizaciones y licencias que fueran preceptivas con arreglo a la normativa sectorial
correspondiente y que se gestionarán por el propio interesado, en especial las relativas a la normativa urbanística ante el
ayuntamiento correspondiente, así como la necesidad de obtener acuerdos privados de disponibilidad de los terrenos en
donde se pretendan llevar a cabo las labores de investigación".
Recuerda, además, que conforme al Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, el Plan de Restauración fue remitido al órgano
ambiental, y que sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio
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afectado por las actividades mineras, el órgano ambiental informa el Plan de Restauración. Y hace mención, de
trascendencia, a la publicación el 03/05/2024 en el Diario Oficial de la Unión Europea, del Reglamento (UE) 2024/1252 del
Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de abril de 2024, por el que se establece un marco para garantizar un suministro
seguro y sostenible de materias primas fundamentales y por el que se modifican los Reglamentos (UE) nº 168/2013, (UE)
2018/858, (UE) 2018/1724 y (UE) 2019/1020, incluyendo el Cobalto y el Cobre en el Anexo I del citado Reglamento (UE)
2024/1252 dentro de la Lista de materias primas estratégicas, por lo que el PI presentado, y su hipotético aprovechamiento
podría ostentar el "Carácter prioritario de los proyectos estratégicos" con las implicaciones que ello conllevará al poder ser
considerado como de "interés público superior" (Art. 10.2) .
En las "Condiciones Especiales"de la autorización, se establece: "4. La investigación de otros minerales en esos terrenos, así
como en aquéllos que a día de hoy estén afectados por autorizaciones de explotación de recursos de la sección B), está
sujeta a la determinación de compatibilidad de los respectivos trabajos, de acuerdo con lo establecido al respecto en el Art.
54 de la LMi y el Art. 74 del RMi".
En definitiva, la autorización ya prevé ese análisis de incidencia y compatibilidad entre las labores de investigación y el
perímetro de protección del manantial de la recurrente, de forma que no se aprecia, en este momento procedimental que
estudiamos, incidencia alguna en la seguridad del manantial. En este sentido, ya nos pronunciábamos en el Auto de la Pieza
de Medidas Cautelares dictado en los presentes Autos: "la ejecución de la Resolución ahora impugnada, no conlleva, de
manera inmediata una actuación material que conlleve, indefectiblemente un daño o perjuicio sobre los derechos de la
actora, en tanto en cuanto, cualquier actuación material sobre la zona de protección de los derechos de la recurrente exigen
una intervención previa la Administración autonómica, y del mismo órgano autorizante, de forma que no se aprecia, en este
momento el peligro en la mora que se argumenta. En tal sentido, cierta es la posición del TS en el supuesto alegado por el
Letrado de la Administración (STS de 30 de junio de 2014, recurso 368/2012), en cuanto que es exigible un punto de
concreción suficiente que determine el impacto directo de la Resolución impugnada, en este caso, sobre los derechos
reconocidos a la recurrente, y ello no puede afirmarse cuando la actividad a la que da paso el permiso ahora impugnado,
exige de concreciones, proyectos y planes que deben someterse al previo análisis, estudio y autorización de la misma
Administración, que debe velar, también, por los derechos e intereses de la recurrente, y contra cuyas decisiones podrá actuar
en vía administrativa y judicial.
El Informe del servicio de Minas que obra en el E.A., pone de manifiesto la naturaleza del permiso concedido a la
codemandada, y, esencialmente, que el otorgamiento del permiso no implica en modo alguno la autorización de una actividad
contaminante, no solamente en la demarcación del perímetro de protección, sino en ningún otro punto del perímetro
demarcado en la autorización. En el supuesto de que la titular del permiso planteara, a través de un plan de labores, cualquier
tipo de actuación en el interior del perímetro de protección, habría de autorizarse explícitamente, previo estudio de
compatibilidad, de acuerdo con el art. 55 de la LMI, y el art. 74 del RMi".
QUINTO.- SOBRE LA INFRACCIÓN DEL ART. 43 RMi.
Este precepto establece: "... Se concederá audiencia al titular del otorgamiento antes de resolver en todos los expedientes
relativos a la concesión de autorización para realizar trabajos o desarrollar actividades dentro del perímetro de protección,
que puedan perjudicar el normal aprovechamiento de las aguas.
La autorización administrativa para desarrollar trabajos o actividades dentro del perímetro de protección se otorgará sin
perjuicio de terceros y no exonerará, por tanto, de responsabilidad a los que los realicen si afectaran al aprovechamiento de
las aguas, debiendo indemnizar a su titular de todos los daños y perjuicios que se ocasionen".
En atención a él, la actora sostiene que se ha obviado el trámite de audiencia, lo que constituye un vicio esencial del
procedimiento, incardinarle en el art. 47.1.a) y e) de la LPACAP.
Recuerda que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en
sus arts. 53.1 e), 76 y 82 garantiza la participación de los ciudadanos e interesados en un procedimiento mediante el trámite
de audiencia. Dicha garantía también viene avalada por el artículo 105 la Constitución Española, donde dispone que una ley
regulará el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la
audiencia del interesado.
Sin embargo, debemos volver a incidir en lo que se acaba de razonar en el Fundamento precedente, en cuanto a las fases del
Proyecto de Investigación, y el propio contenido del permiso que ya en su Condición especial 1ª establece: "1. El presente
Permiso de Investigación así como el desarrollo de las actividades en el mismo a lo largo de su vigencia, cualquiera que sea
el tipo de trabajos que se proyecten, queda supeditado a la previa obtención de las autorizaciones que la normativa
Medioambiental, Cultural y de Montes, en el caso de que éstas afectaran a Montes de Utilidad Pública, vigentes en ese
momento, establecieran al respecto, en particular a lo que le fuere de aplicación de la Ley del Principado de Asturias 1/2023,
de 15 de marzo, de Calidad Ambiental, la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, y del Real Decreto
975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del
espacio afectado por actividades mineras (BOE Nº 143, del 13/06/2009).

20/07/2026

11/13

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000843998&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000843998&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=JU0005130479&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I319
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I347
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I478
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000559951&version=Vigente&anchor=I511
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000019668&version=Vigente&anchor=I83
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000749941&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000518080&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000361750&version=Vigente


Con carácter general no se podrán realizar labores de investigación con incidencia en el medio natural susceptibles de causar
efectos adversos apreciables sobre espacios de la Red Natura 2000 sin que se supere la tramitación ambiental prevista en la
mencionadaLey 21/2013, con las salvedades previstas en su Disposición Adicional 7 ª y se tendrán en cuenta las
consideraciones dispuestas por el órgano ambiental en su informe de fecha 17/12/2021.
Así las cosas, las labores a realizar en el PI a lo largo de su vigencia cuando dichas labores tengan incidencia significativa
sobre el suelo (apertura de pistas, realización de sondeos o calicatas,...), deberán recogerse en los preceptivos Planes de
Labores anuales que su titular está obligado a presentar ante la Administración Minera, para su autorización si procede.
El Plan de Labores en cuestión deberá ir acompañado de la siguiente documentación:...";y en el 4º: "La investigación de otros
minerales en esos terrenos, así como en aquéllos que a día de hoy estén afectados por autorizaciones de explotación de
recursos de la sección B), está sujeta a la determinación de compatibilidad de los respectivos trabajos, de acuerdo con lo
establecido al respecto en el Art. 54 de la LMi y el Art. 74 del RMi".
Es decir, lo que se establece en el permiso es que ASTURMET tendrá que plantear mediante el plan de labores cualquier tipo
de actuación en el interior del perímetro de protección, actuación que necesita la autorización explícita, previo estudio de la
compatibilidad. Este será el momento en el que debe darse audiencia a la recurrente, y su omisión si podría motivar la nulidad
de la autorización que pudiera otorgarse para ese plan de labores.
Es decir, esas posibles actividades en el perímetro de protección, en caso de proponerse, estarán sujetas a lo previsto en los
citados artículos 28 y 55 LMi, y sus correlativos 43 y 74 RMi. Este será el momento procedimental, como señala la defensa
del Principado de Asturias, para que se dé audiencia a GLOBAL SMM, como parte interesada en la tramitación.
SEXTO.- INFRACCIÓN DE LOS ARTS. 55 LMi Y 74 RMi
Este motivo ya ha tenido respuesta en los Fundamentos anteriores, especialmente con la remisión a la Condición Especial 4ª
del permiso, en la que expresamente se hace referencia a estos preceptos, para garantizar la compatibilidad entre los
trabajos de investigación y la explotación del recurso de la sección B), en este caso del manantial de FUENSANTA.
Y, como destaca el Letrado de lo Servicio Jurídicos del Principado, resulta que es la misma autoridad minera de la
Administración del Principado de Asturias, la competente respecto al aprovechamiento del "agua mineral-natural" del
Balneario de Fuensanta, como del PI "Astur- A", n.º 30.864, que se dictó la Resolución de otorgamiento del PI especificándose
(condición especial nº 4), Así, en el terreno delimitado por el perímetro de protección, cualquier actuación que Asturmet
Recursos S.L.U. pretenda, será comunicada a Global SMM 2009, S.L. para facilitar el ejercicio de sus derechos, y se someterá
al control de compatibilidad.
En definitiva, tampoco con el permiso de investigación "Astur- A", n.º 30.864, se está facultado la realización de ningún
sondeo. Y cuando se fuera a planetear y realizar, será preciso tramitar la correspondiente autorización con estudio de
compatibilidad, y frente a ella podrán plantearse las cuestiones que la actora considere del oportuno sobre la incidencia de su
derecho.
SÉPTIMO.- INFRACCIÓN DE LOS ARTS. 66, 67 Y 70 RMi.
Pues bien, en este punto, parece obviar la recurrente, que previo a la resolución que concede el PI, en el informe de 29 de
febrero de 2024, emitido por el jefe de Negociado Técnico de Explotación, se afirma: "Conforme se establece en el artículo
70.3 del Reglamento (RMi, Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto), se lleva a cabo estudio del expediente con
detenimiento. De dicho estudio se viene a cabo la existencia dentro del área del Permiso de investigación solicitado del
perímetro de protección de recursos de la sección B) "Fuensanta", lo cual debe de ser tenido en cuenta a efectos delartículo
28 de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas(LMi), y artículo 43 de su Reglamento aprobado por Real Decreto 2857, de 25 de
agosto, (RMi), respecto a la prohibición de llevar a cabo dentro del perímetro de protección de aguas minerales o termales
que se hubiese fijado, trabajos o actividades que pudieran perjudicar el acuífero o su normal aprovechamiento y, en su caso,
respecto a la necesidad de obtener la previa autorización administrativa.
Asimismo, parte del área solicitada no es terreno registrable al estar pendiente de concurso la zona correspondiente a los
derechos mineros caducados P.I. "VARALLONGA A" nº 30.349 y P.I. "PEÑABLANCA" nº 30.753, de 19 y 15 cuadriculas mineras
respectivamente, y referenciados al sistema de referencia ED-50, no pudiendo por lo tanto formar parte del Permiso de
Investigación P.I. "ASTUR A" nº 30.864, quedando por ello el mismo reducido a 217 cuadrículas mineras (c.m.)".
Y en atención a dicho informe se excluyen del permiso esas cuadriculas no registrables, de forma que no concurre infracción
de los preceptos citados, puesto que aun cuando inicialmente no se modificase la superficie de la solicitud, lo cierto y verdad
es que la resolución impugnada, en atención al informe de referencia sí tuvo en cuenta esa exigencia y excluyó del permiso
las cuadriculas no registrables.
En cuanto a la intervención de la recurrente, se vuelve a insistir en que es un trámite que la propia condición especial Cuarta
impone.
Además, el PI se sometió a trámite de información pública (BOE nº 143, de 16/06/2021 y en el BOPA nº 91, de 13/05/2021).
Por otro lado, no es cierto que el Proyecto presentado no haga referencia a la financiación. Por el contrario, en varios
apartados se señala que: "Asimismo cuentan con el apoyo financiero de la firma ALTIUS, encargada de financiar las
actividades investigadoras que se proponen en el presente proyecto...

20/07/2026

12/13

https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000518080&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000008039&version=Vigente
https://soluciones.aranzadilaley.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000007779&version=Vigente&anchor=I134


Análisis
Legislación considerada

L 22/1973 de 21 Jul. (minas) art. 28
RD 2857/1978 de 25 Ago. (Regl. para el régimen de la minería) art. 66

Voces

Aguas
Competencias administrativas
Dominio público hidráulico
Utilización de las aguas
Autorizaciones y concesiones
Concesiones administrativas
Procedimiento

Dominio público

Como personal clave en la financiación se cuenta con el apoyo de ALTIUS, cuyos responsables técnicos para España son:
Rod Smith (Altius)
B.Sc. (Honor) and M.Sc. por el Memorial University of Newfoundland
Jefe de Geología de Altius Minerals Corp
20 años de experiencia en la exploración y la industria minera.
Ha participado en generación de proyectos, puesta en valor y evaluación en 11 países.
Lawrence Winter (Altius)
B.Sc. (Honor) and M.Sc. por la Memorial University of Newfoundland
Ph.D. University of British Columbia
Vice Presidente Exploración con Altius Minerals Corp
20 años en la industria minera en generación de proyectos y negocios.
Ha trabajado en América en diversos países".
OCTAVO.- COSTAS.
En virtud de lo expuesto, procede la desestimación del recurso, si bien, dada la complejidad de las cuestiones suscitadas, y
las dudas que puede generar la aplicación de la normativa invocada, en aplicación del art. 139 de la LJCA, no procede hacer
expresa imposición en costas.

FALLO

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido:
Desestimar el recurso interpuesto por la Procuradora doña Eva Cortadi Pérez, Procuradora de los Tribunales, en nombre de la
mercantil GLOBAL SMM 2009, S.L., frente a la fecha 25 de septiembre de 2024, de la Consejería de Transición Ecológica,
Industria y Desarrollo Económico, por la que se desestima el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución de 14 de
mayo de 2024, de la Consejería de Transición Ecológica, Industria y Desarrollo Económico, por el que se otorga el Permiso de
Investigación Astur A, n.º 30.864, cobalto, cobre, níquel, oro y plata, 217 cuadrículas mineras, Bimenes, Laviana, Nava y Piloña,
Asturmet Recursos, S. L. U. (BOPA de 6/6/2024).
Sin costas.
Contra la presente resolución cabe interponer ante esta Sala recurso de casación en el término de treinta días, para ser
resuelto por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo si se denuncia infracción de legislación estatal o
por esta Sala de lo Contencioso-Administrativo de este Tribunal Superior de Justicia si lo es por legislación autonómica.
Así por esta nuestra sentencia, de la que se llevará testimonio a los autos, la pronunciamos, mandamos y firmamos.
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